
C.A. de Concepci nó
Concepci n, veinticinco de febrero de dos mil veinte.ó

VISTOS:

Se reproduce la sentencia en alzada, que rola a folio 184, de 

fecha veintis is de diciembre de dos mil dieciocho y, rectificatoria deé  

folio  190 de  fecha  quince  de  enero  de  dos  mil  diecinueve  con las 

siguientes modificaciones:

A) En el considerando 8  se sustituye la palabra reconoci , por° “ ó”  

no controvirti . “ ó”

B) En el considerando 10  se sustituye la frase las parejas de° “  

hecho adquieren  por la pareja adquiri , y luego de la letra y  se” “ ó” “ ”  

agrega , en su caso . Luego se sustituye la frase ven sometidas  por“ ” “ ”  

ve sometida .“ ”

C) En el considerando 17  se sustituye la frase fue con sta con° “ é  

quien se proyect , aunque no le hubiere sido fiel , por la frase fue conó ” “  

sta con quien se proyect , aunque no le hubiere sido siempre fiel .é ó ”

Luego la frase no obstante que tuvieron periodos en que esa“  

convivencia  haya  sido  m nima,  de  hecho,  nunca  fue  total,  ya  queí  

Ernesto Herrera Gallardo tuvo largos periodos en que no estuvo ni con 

su  mujer  ni  con  sus  hijos,  sin  perjuicio  de  que  stos  siempre  seé  

mantuvieron al alero de la familia de ste  por la frase no obstanteé ” “  

que haya habido periodos en que esa convivencia haya sido m nima,í  

ya que Ernesto Herrera Gallardo en lapsos de tiempo se ausentaba de 

la casa, ya sea por motivos de trabajo u otros, sin perjuicio de que su 

mujer e hijos siempre se mantuvieron a su alero y al de la familia de 

ste . é ”

Y teniendo en su lugar y adem s presente:á

EN  CUANTO  A  LAS  TACHAS  APELADAS  POR  LA 

PARTE  DEMANDADA,  LEONARDO  ANDR S  Y  CARLOSÉ  

MAT AS, AMBOS HERRERA ULLOAÍ : 
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PRIMERO: Que  la  inhabilidad  invocada  por  la  demandada 

respecto de los testigos Ignacio Sapiain Mart nez, Fernando Ram rezí í  

Aguayo y Jorge Hern ndez Parra, es la contemplada en el art culo 358á í  

N 7 del C digo de Procedimiento Civil, que se refiere a ° ó “aquellos que 

tengan ntima amistad con la persona que los presenta o enemistadí  

respecto  de  la  persona  contra  quien  declaren .  La  amistad  o” “  

enemistad deber n ser manifestada por hechos graves que el tribunalá  

calificar  seg n las circunstanciasá ú ”.  

La demandada fundamenta su inhabilidad respecto del  primer 

testigo, porque existi  entre ste y don Leonardo Herrera Ulloa dosó é  

procesos  judiciales:   el  primero  entre  el  testigo  y  una  sociedad 

representada por don Leonardo Herrera Ulloa, juicio laboral que dio 

origen al Rol N  0-687-2013 del Juzgado del Trabajo de Concepci n° ó  

y, el segundo, consistente en recurso de protecci n Rol N 18.743-2013,ó °  

que don Leonardo Herrera Ulloa dedujo en contra del testigo, lo que 

califica como enemistad respecto de la persona contra quien declara; 

respecto  del  tercer  testigo,  porque  demand  laboralmente  a  unaó  

sociedad representada por don Leonardo, adem s sirvi  como testigoá ó  

en favor de la demandante en una causa sobre violencia intrafamiliar 

que esta dedujo en contra de Leonardo y Carlos, ambos Herrera Ulloa, 

lo que tambi n califica como enemistad respecto de la persona contraé  

quien declara. Adem s, a ade que el hecho de prestarle dinero a laá ñ  

actora y darle las facilidades de pago que describe, lo califica como una 

ntima amistad con la misma. En cuanto al í segundo testigo se limita a 

apelar sobre el rechazo de la tacha deducida a su respecto, sin a adirñ  

fundamentos de hecho y de derecho en el recurso, por lo que respecto 

de este ltimo la apelaci n deducida se declarar  inadmisible, sin m sú ó á á  

tr mite. á  

SEGUNDO:  Que, en cuanto al  primer testigo, los tribunales 

reiteradamente se han pronunciado se alando que el hecho de haberñ  

deducido una demanda de naturaleza laboral en contra de quien se 

declara  como  testigo,  no  puede  significar  por  s  sola  que  aquellosí  
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tengan enemistad y que exista en ellos el nimo de perjudicar con susá  

declaraciones a la parte demandada, pues la causal invocada exige que 

la enemistad deba ser manifestada por hechos graves y, la existencia de 

un juicio del trabajo entre un testigo y la parte demandada, en el que 

se reclaman derechos que le otorgar a la ley, no puede considerarse uní  

hecho grave,  pues no es  por s  solo,  motivo que lo inhabilite  paraí  

declarar, puesto que ello no es prueba inequ voca de enemistad; m sí á  

a n, si en este caso, el juicio se ejerci  por el testigo en contra de unaú ó  

persona jur dica, respecto de la cual el demandado ten a solo la calidadí í  

de representante; no siendo posible configurar un v nculo de enemistadí  

entre las personas naturales y las jur dicas, pues la enemistad es uní  

sentimiento propio de los seres humanos.

Lo propio en cuanto al recurso de protecci n, ya referido,ó  

el cual si bien se dice que fue ejercido por Leonardo Herrera Ulloa en 

contra del testigo, este adem s de haber sido rechazado, fue deducidoá  

en el tiempo coet neo al juicio laboral y como consecuencia de haberá  

asumido don Leonardo el mando de la empresa, luego de la muerte de 

su padre y, el alejamiento de sus funciones como abogado de la misma 

del testigo, lo que l gicamente puede haber generado algunos roces; sinó  

embargo, ello no alcanza para calificarlos como hechos manifiestos de 

una  aversi n  u  odio  hacia  el  demandado,  as  como  tampoco  lasó í  

expresiones vertidas por el testigo al informar el recurso de protecci n.ó  

TERCERO: Que, en cuanto al tercer testigo, valga lo se aladoñ  

respecto del primer testigo en lo relativo a la existencia de un juicio 

laboral en contra de don Leonardo Herrera Ulloa y, en cuanto a la 

relaci n o vinculaci n que el testigo dice tener con la demandante, a laó ó  

que la demandada le atribuye el car cter de ntima amistad, tampocoá í  

configura la causal  de inhabilidad invocada, desde que el  hecho de 

prestarle  dinero y darle  facilidades  para  su pago a  la  actora  o,  de 

servirle  como  testigo  en  juicio  sobre  hechos  que,  a  su  entender, 

configuran violencia econ mica hacia la misma, no constituyen a juicioó  

de este tribunal hechos que puedan calificarse como graves al punto de 
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hacer  perder  al  testigo  su  imparcialidad,  pues  atendidas  las 

circunstancias ocurridas entre  las  partes luego de la  muerte  de don 

Leonardo Herrera Gallardo, su actuar se justifica en la amistad que el 

testigo ten a con l, con quien adem s trabajaba y, en nombre de esaí é á  

amistad  es  que  proporcion  ayuda  a  do a  Jessica,  en  los  t rminosó ñ é  

referidos.  A  lo  antedicho  se  suma  que  la  causal  debe  existir  al 

momento en que el testigo presta su declaraci n, de modo que resultaó  

improcedente si se funda en expresiones emitidas o hechos ocurridos 

aproximadamente el a o 2013 y 2015, esto es, alrededor de cinco a osñ ñ  

respecto del primer testigo y cerca de tres a os, respecto del tercero,ñ  

por lo que en consecuencia las tachas deber n ser desestimadas.á

EN CUANTO A LA APELACI N DE LA DEMANDADAÓ : 

CUARTO: Que el apoderado de los demandados Leonardo y 

Carlos, ambos Herrera Ulloa, deduce recurso de apelaci n en contraó  

de  la  sentencia  definitiva  de  fecha  de  26  de  diciembre  de  2018, 

solicitando se revoque la misma en cuanto acoge la demanda y en su 

lugar se declare que no se hace lugar a ella, con costas.

Funda el  recurso,  en  resumen,  en que la  prueba  rendida  no 

permite  dar  por  establecido  el  hecho  de  la  existencia  de  un 

concubinato entre la actora y el fallecido Sr. Herrera Gallardo, es m s,á  

refiere  que  lo  que  si  se  logra  acreditar  es  la  existencia  de  un 

concubinato entre  este y do a Viviana Escobar, quien fue quien loñ  

ayud  a formar su patrimonio.ó

A ade que la existencia de una comunidad precedida de unañ  

uni n no matrimonial, debe ir acompa ada de la comprobaci n de losó ñ ó  

aportes realizados en com n, o que existi  un trabajo, industria u otraú ó  

actividad conjunta que dio p bulo al cuasicontrato en referencia, lo queá  

no se acredit  en el proceso, pues la actora no trabaj  en las empresasó ó  

que  form  don  Ernesto  Herrera,  no  aport  bienes  de  ningunaó ó  

naturaleza, ni realiz  actividad alguna para contribuir a la formaci nó ó  

del patrimonio respecto del cual se pretende establecer una comunidad. 
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QUINTO: Que  el  abogado de  la  demandada Sof a  Herreraí  

Ulloa, tambi n deduce recurso de apelaci n en contra de la sentenciaé ó  

definitiva de fecha de 26 de diciembre de 2018, solicitando se revoque 

la misma y se declare que no se encuentra acreditada la existencia de 

una  comunidad  entre  la  demandante  y  su  pareja  fallecida,  como 

tampoco alg n otro efecto patrimonial derivado de esa relaci n, conú ó  

costas.

Funda el recurso, en resumen, en que si bien nuestra doctrina y 

jurisprudencia  admiten  que  efectivamente  el  esfuerzo  com n  puedeú  

llevar a una comunidad de bienes, debe existir una conexi n causaló  

entre el esfuerzo desplegado y la adquisici n misma de los bienes; noó  

bastando la existencia de un trabajo conjunto, resultando cuestionable 

que los actos de tradici n que celebre uno de los part cipes, produzcanó í  

efectos  respecto  de  ambos  integrantes  de  la  uni n  de  hecho;  noó  

aport ndose medios de convicci n que permitan concluir la existenciaá ó  

de un aporte com n en trabajo, dinero u otros bienes, ni la adquisici nú ó  

com n de los bienes que conformar an la comunidad. ú í

SEXTO:  Que a fin de abordar de manera adecuada el asunto 

materia  del  recurso,  resulta  pertinente  resaltar  que  el  Derecho  de 

Familia a lo largo de los siglos XX y XXI ha sufrido una serie de 

modificaciones  que  se  han  traducido  en  una  evoluci n  tendiente  aó  

mejorar la posici n de la mujer casada (ley N 5.521 de 1934), la deló °  

hijo nacido fuera del matrimonio que hubiera sido reconocido por su 

padre (Leyes N 7.612 y 7.613 de 1943 y Ley N 10.271 de 1952) y, a° °  

poner fin a la incapacidad relativa que afectaba a la mujer casada en 

sociedad conyugal (Ley N 18.802 de 1989), reforma con la que se da°  

lugar a una nueva forma de concebir las relaciones de familia, que 

pone nfasis en una visi n asociativa de sta, estructurada en torno aé ó é  

ideas de igualdad y solidaridad entre sus miembros. M s tarde, se poneá  

fin  a  la  diferencia  que  exist a  entre  hijos  leg timos,  ileg timos  yí í í  

naturales (Ley N  19.585 de 1998). En efecto, esta transformaci n en la° ó  

manera  como  se  estructuran  los  v nculos  de  filiaci n  supone  noí ó  
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solamente un reconocimiento de la vigencia del principio de igualdad 

entre todos los ni os, sino que tambi n de una profundizaci n de lañ é ó  

igualdad en las relaciones de pareja,  importando un reconocimiento 

legislativo en orden a que existen m ltiples bases sobre las cuales puedeú  

estructurarse  la  familia.  Como  consecuencia  de  lo  anterior,  el 

matrimonio  deja  de  constituir  una  instituci n  indispensable  para  laó  

formaci n de sta o para el desarrollo de los v nculos parentales. Esteó é í  

mismo criterio ser a posteriormente reiterado en la Ley N 19.947 deí °  

matrimonio civil, donde el art culo 1  inciso 2  reconoce expresamenteí ° °  

la existencia de otras familias, no fundadas en torno a l, al se alar queé ñ  

ste es la base principal (mas no exclusiva de la familia).  é (El Derecho 

de  Familia  en  Chile.  Evoluci n  y  nuevos  desaf os.  Mar a  Josó í í é 

Arancibia Obrador y Pablo Cornejo Aguilera. Revista ius et Praxis,  

A o 20, N 1, 2014, pp. 279-318).ñ °

Y finalmente la Ley N  20.830 de 2015, que reconoce y protege°  

otras realidades, que hoy no dudamos en calificar de familiares, como 

ocurre con la convivencia entre personas de distinto y del mismo sexo. 

A lo  que  se  suma,  la  necesidad de  eliminar  cualquier  vestigio  que 

pudiere existir en nuestra legislaci n sobre una distribuci n de rolesó ó  

hoy  considerada  obsoleta,  donde  el  marido  aparec a  no  solo  comoí  

proveedor,  sino tambi n como el  nexo entre la familia  y el  mbitoé á  

p blico, mientras a la madre correspond a un dominio sobre el mbitoú í á  

dom stico, reflejado particularmente en la maternidad y la crianza deé  

los  hijos,  modelo  cuya  subsistencia  resulta  contraria  a  la  igualdad 

reconocida en el  art culo 19 N 2 de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ó í  

Rep blica de nuestro pa s. ú í

S PTIMO:É  Que,  as  las  cosas,  como  consecuencia  de  laí  

irrupci n de la afectividad en el mbito del Derecho se produce unó á  

acercamiento entre las uniones de hecho y el matrimonio, adquiriendo 

el car cter de raz n justificativa de su especialidad y la necesidad deá ó  

conferirles  respuestas  legales  a  sus  intereses  (Turner  Saelzer,  Susan 
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(2010): La Uni n de Hecho como instituci n del Derecho de Familia“ ó ó  

y  su  R gimen  de  Efectos  Personales  en  Revista  Ius  el  Praxis,é ”  

Universidad de Talca (A o 16, N 1, p. 90).ñ °

Luego, son tantos los beneficios asociados a fundar una familia, 

que  resulta  gravoso  excluir  a  determinadas  personas  de  su  goce,  o 

negar  judicialmente  el  reconocimiento  y  protecci n  que  nuestraó  

Constituci n asegura a algunas de las formas que esta realidad puedeó  

adoptar.

As ,  se  han  dado  ciertas  soluciones  jurisprudenciales  que,í  

desarroll ndose  a  partir  de  criterios  propios  del  derecho  civilá  

patrimonial,  como  la  comunidad  y  la  sociedad  de  hecho,  han 

proporcionado cierta protecci n a los miembros de la pareja despu só é  

del fin de su relaci n, sobre todo cuando ese hecho se produce comoó  

consecuencia de la muerte de uno de ellos. 

Sobre  este  punto,  han  se alado  las  profesoras  Martinic  yñ  

Weinstein  que  el  ordenamiento  jur dico  est  obligado  a  amparar  aí á  

quien  pueda  resultar  perjudicado  con  la  uni n  libre,  estableciendoó  

consecuencias jur dicas que lo favorezcan, tr tese de los hijos, de losí á  

terceros o de la parte m s d bil de la relaci n conyugal de hecho, queá é ó  

puede  quedar  abandonada  a  su  suerte  despu s  de  una  largaé  

convivencia (Martinic Galetovic,  Mar a Dora y Weinstein Weinstein,í  

Graciela  (2004):  Nuevas Tendencias  de las Uniones Conyugales  de“  

Hecho , en: Instituciones de Derecho de Familia (Santiago, Editorial”  

Lexis Nexis), p. 17). 

Luego,  en  relaci n  con  la  posibilidad  de  regulaci n  de  lasó ó  

relaciones  de  pareja,  frente  al  derecho  a  contraer  matrimonio,  ha 

se alado la profesora Espada, que el libre desarrollo de la personalidadñ  

y la libre elecci n de no casarse no se vulneran cuando la resoluci n deó ó  

los  conflictos  t picos  de  la  convivencia  í more  uxordio se  realiza 

acudiendo  a  ciertas  normas  matrimoniales.  La  faceta  negativa  del 
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derecho a casarse garantiza que nadie puede imponer a un sujeto la 

instituci n matrimonial, pero no reconoce a este sujeto un derecho aó  

que no se regulen sus conflictos. De tal forma que, si la soluci n que eló  

ordenamiento jur dico da a ciertos conflictos t picos que surgen de laí í  

convivencia matrimonial es aplicable por analog a a los conflictos queí  

surgen de la convivencia more uxordio, los sujetos no est n amparadosá  

por la faceta negativa del derecho a casarse para excluir la aplicaci nó  

de la resoluci n de esos conflictos (ó Espada Mallorqu n, Susan (2007).í  

Los Derechos Susesorios de las Parejas de Hecho (Pamplona, Editorial 

Thompson Civitas), pp. 88-89).

OCTAVO: Que, en nuestro pa s no existe legislaci n que reguleí ó  

de  forma  sistem tica  las  uniones  de  hecho.  No  existe  uná  

reconocimiento legislativo expl cito de la uni n de hecho; no obstanteí ó  

que existen diversas normas que se refieren a los convivientes, ninguna 

de ellas provee una definici n de las uniones no matrimoniales, por loó  

que para determinar el concepto recurriremos al desarrollo doctrinario 

y jurisprudencial.   

As , la doctrina ha se alado que se trata de una  í ñ uni n l cita“ ó í  

entre un hombre y una mujer fundada en un hecho que consiste en la  

convivencia  afectiva  con  contenido  sexual  y  a  la  que  el  derecho  

reconoce  ciertos  efectos” (Javier  Barrientos  Grandon,  Aranzazú 

Novales  Alqu zar,  Nuevo Derecho Matrimonial  Chileno ;  Editorialé “ ”  

Lexis Nexis, a o 2004, p g. 65).ñ á

Tambi n se ha definido como é “la uni n duradera y estable deó  

dos personas de sexo opuesto, que hacen vida marital con todas las  

apariencias de un matrimonio leg timoí ” (Ren  Ramos Pazos, Derechoé  

de Familia, T. II, 6ta, ed. Santiago, Editorial Jur dica de Chile, 2009,í  

p.627).

Por su parte, la jurisprudencia ha definido el concubinato como 

la  uni n  de  un  hombre  y  una  mujer  que  mantienen  relaciones“ ó  

sexuales y que comparten una vida en com nú  (” Bejarano con Araya, 
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Corte de Apelaciones de Santiago, 15.09.1997, Legal Publishing, N°  

Legal Publishing: 14793), y tambi n como una relaci n de vida ntimaé “ ó í  

con apariencia de matrimonio” (Meza con Bravo, Corte de Apelaciones  

de Antofagasta, 10.07.2002, GJ 265, pp. 100-106).

NOVENO: Que,  por  el  contrario,  en  lo  que  respecta  al 

tratamiento de las uniones de hecho en el rea de pol ticas p blicas,á í ú  

principalmente en regulaci n a nivel ministerial y municipal, s  existenó í  

situaciones concretas en que se reconoce jur dicamente la relaci n deí ó  

convivencia, tanto para efectos de acceder a beneficios como para la 

asignaci n de determinados deberes o la imposici n de restricciones enó ó  

reas espec ficas.á í

En efecto, podemos dar algunos ejemplos en el mbito de lasá  

pensiones  de  sobrevivencia,  de  prestaciones  familiares,  subsidios 

habitacionales,  seguro  automotriz  obligatorio,  donaci n  de  rganos,ó ó  

entre muchos otros. As , el DL N  3.500 del Ministerio del Trabajo yí °  

Previsi n Social (1980) otorga derechos previsionales al conviviente deló  

afiliado que a la fecha del fallecimiento sean solteros o viudos y hayan 

vivido a expensas  del  causante;  la  Ley 16.744 sobre Accidentes  del 

Trabajo y Enfermedades Profesionales que refiere a la madre de los 

hijos del afiliado al seguro laboral, como beneficiaria de la pensi n deó  

sobrevivencia en caso de que ste fallezca; la Ley N  15.386, sobreé °  

revalorizaci n  de  pensiones  (1963),  tambi n  hace  referencia  a  laó é  

madre de los hijos  del imponente, para efectos de otorgarle derechos“ ”  

en materia previsional en caso de muerte de aqu l; el DFL 150, queé  

fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre 

el sistema nico de prestaciones familiares y sistema de subsidios deú  

cesant a para los trabajadores de los sectores privado y p blico (1982),í ú  

contempla a la madre de los hijos del trabajador o pensionado como 

beneficiaria del sistema nico de prestaciones familiares; el Decreto Nú º 

75  del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsi n  Social,  que  aprueba  eló  

reglamento  del  DL  N  307  sobre  prestaciones  familiares  (1974),º  

establece como beneficiaria  del  sistema a la  madre de los  hijos  del 
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trabajador  o  pensionado  que  se  encuentre  en  goce  de  la  pensi nó  

especial  que  establece  el  art culo  24  de  la  Ley  N  15.386;   losí ° º  

Decretos N  174 (2006) y N  145 (2007) contemplan al conviviente,º º  

junto con el c nyuge, en el primer lugar de preferencia como sustitutoó  

del postulante en caso de fallecimiento de ste. Adem s, en el Decretoé á  

N  105 (2004) se hace referencia expresa al conviviente con hijos enº  

com n como miembro del grupo familiar, mientras que en el Decretoú  

N  255 (2006) se hace una referencia impl cita al  conviviente comoº í  

miembro de la familia al establecerse que las familias monoparentales 

ser n consideradas como un factor de vulnerabilidad para efectos de losá  

puntajes en la postulaci n al subsidio, se alando que se entiende poró ñ  

tales  aquellas  cuyo jefe  de  familia  no  tiene  c nyuge  o  conviviente.ó  

Tambi n, podemos agregar la referencia que realiza el Decreto N  448é º  

(1969), que autoriza a retirar los dep sitos de ahorro para la vivienda sió  

fallece el conviviente del ahorrante y dejare hijos comunes a expensa 

de  ste;  la  Ley  N  18.490,  que  establece  el  seguro  obligatorio  deé °  

accidentes  personales  causados  por  la  circulaci n  de  veh culosó í  

motorizados (1986) que hace referencia a la madre de los hijos de la 

v ctima  al  contemplarla  como beneficiaria  del  seguro  de  accidentesí  

personales causados en accidentes de tr nsito, en caso de fallecimientoá  

del titular; la Ley N  19.451, sobre trasplante y donaci n de rganos° ó ó  

(1996),  establece  ciertas  restricciones  a  la  extracci n  de  rganos  aó ó  

donantes  vivos.  S lo  se  permite  la  extracci n  de  rganos  para  seró ó ó  

donados  a  personas  que  tengan  un  v nculo  determinado  con  elí  

donante, siempre y cuando se estime que, razonablemente, no causará 

un grave perjuicio a la salud del donante y existan perspectivas de xitoé  

para  conservar  la  vida  o  mejorar  la  salud  del  receptor.  Esta  ley 

menciona al conviviente como una de las personas respecto de quienes 

se autoriza la donaci n de rganos entre vivos. Por ltimo, en cuanto aó ó ú  

los  efectos  sucesorios,  sabemos  que el  conviviente  no es  asignatario 

forzoso  ni  heredero  abintestato;  sin  embargo,  a  nivel  legal  y 

reglamentario  encontramos  una  referencia  indirecta  a  derechos 
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sucesorios a favor de este en el DL N 574 del Ministerio de Tierras y°  

Colonizaci n (1974),  que fija  el  texto refundido de las  disposicionesó  

legales referentes a la administraci n, tuici n y disposiciones de bienesó ó  

del Estado. Esta norma contempla la hip tesis de fallecimiento de unaó  

persona que tiene  un t tulo  provisorio  de  dominio de  un inmuebleí  

concedido por el Fisco o que teniendo el t tulo definitivo no hubiereí  

alcanzado a inscribirlo en el Conservador de Bienes Ra ces. Se ala queí ñ  

si se cumplen los requisitos que establece podr  otorgarse un nuevoá  

t tulo a favor de determinadas personas, entre las cuales se contemplaí  

el conviviente. 

Este  DL  establece  que  si  al  fallecido  le  sobreviviere  una 

conviviente que este explotando personalmente el predio o que haya 

colaborado en su explotaci n a lo menos durante cinco a os antes deló ñ  

fallecimiento del  causante,  viviendo con ste en el  predio,  el  nuevoé  

t tulo  se  conceder  proindiviso  a  ella  y  a  los  hijos  del  causante,í á  

asumiendo la conviviente la administraci n de la propiedad hasta queó  

todos los comuneros alcancen la mayor a de edad, oportunidad en queí  

cualquiera de ellos puede pedir la partici n y liquidaci n. Trat ndoseó ó á  

de predios urbanos, la exigencia de explotaci n se sustituye por la deó  

vivir  el  beneficiario  en  el  inmueble  de  que  se  trate.  La  norma 

reproduce respecto de la conviviente las mismas reglas que establece en 

el caso del c nyuge sobreviviente, aplic ndose a la conviviente todo loó á  

que se prescribe acerca de aqu lla. En virtud de ello, se otorga a laé  

conviviente un derecho preferente para adjudicarse el  inmueble una 

vez disuelta la comunidad.

D CIMO:  É Que,  en  cuanto  a  los  efectos  patrimoniales  que 

surgen de las uniones de hecho no matrimoniales, cabe se alar que, deñ  

igual  modo  que  no  regula  sistem ticamente  las  uniones  de  hecho,á  

nuestra legislaci n no prev  las posibles consecuencias patrimoniales aló é  

t rmino de una uni n de hecho. Tampoco se ha establecido que elé ó  

concubinato de origen al nacimiento de una comunidad de bienes, ni 

una sociedad de hecho entre los convivientes. 
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Luego, de que de una convivencia no se siga necesariamente una 

comunidad de bienes, no significa que entre los convivientes no pueda 

existir alguna integraci n patrimonial, pues una larga convivencia entreó  

dos personas, como es el caso de autos, puede llevar a concluir que en 

la pareja hay una solidaridad que sobrepasa el mero afecto y, por lo 

mismo el juez debe estar abierto a analizar las posibles confluencias 

patrimoniales de la pareja. El concubinato sin ser un hecho jur dicoí  

que suponga la comunidad, es una realidad f ctica que puede dar lugará  

a ella (Somarriva Undurraga, Manuel, Indivisi n y Partici n, Editorialó ó  

Jur dica de Chile, Santiago, quinta edici n, 2002, pp. 73-75)í ó .

D CIMO  PRIMERO:  É Que,  dentro  de  los  elementos 

constitutivos del concubinato, existe una gran disparidad de criterios en 

la  doctrina  y  la  jurisprudencia,  precisamente  porque  ellos  no  est ná  

definidos y caracterizados en la ley.

Los  elementos  que  se  mencionan  con  frecuencia  son  la 

heterosexualidad,  cohabitaci n,  comunidad  de  vida,  estabilidad  yó  

permanencia, apariencia de matrimonio y ausencia de impedimentos 

para contraerlo, publicidad y fidelidad. Sin perjuicio de que muchos de 

ellos  se  repitan,  hay  entre  los  autores  discrepancia  acerca  de  la 

necesidad de concurrencia de cada uno para tener por configurado un 

v nculo de convivencia susceptible de producir efectos jur dicos. As , aí í í  

modo de ejemplo, respecto de la cohabitaci n y comunidad de vida, seó  

ha dicho por la doctrina y la jurisprudencia que basta con la apariencia 

de una relaci n de connotaci n amorosa y sexual para diferenciarla deó ó  

otro tipo de v nculos distintos al  de la pareja y, no necesariamenteí  

implica  la  mantenci n  de  relaciones  sexuales  entre  los  convivientes.ó  

Tambi n hay quienes sostienen que se requiere que la pareja compartaé  

la vida, sin que signifique necesariamente que comparta un domicilio 

com n. El elemento determinante ser a la mantenci n de una relaci nú í ó ó  

continua que d  lugar a una comunidad de vida que se mantenga en elé  

tiempo. Seg n ello, bastar a con la asociaci n de intereses emanados deú í ó  

las  relaciones  frecuentes  y  continuas  de  los  concubinos  (Pinto 
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Humberto. El Concubinato y sus efectos jur dicos. Santiago, Editorialí  

Nacimiento, 1942. Op. Cit., p.23 y Martinic Mar a Dora y Weinsteiní  

Graciela.  Nuevas Tendencias de las Uniones Conyugales de Hecho.  

Instituciones de Derecho de Familia. Santiago, Lexis Nexis, 2004, p.  

196-197). En fin, el requisito que subyace a este elemento es el hecho 

de que exista la voluntad de ambas partes de compartir un proyecto de 

vida. Para algunos esto supone vivir en un hogar com n, mientras queú  

para otros no es imprescindible que las partes habiten en un mismo 

domicilio mientras compartan una intenci n de vida en conjunto. Yó  

respecto de la fidelidad o singularidad, tradicionalmente la doctrina ha 

exigido fidelidad, al menos aparente, con especial nfasis en la fidelidadé  

de la mujer. Esta distinci n seg n el g nero se ha ido morigerando conó ú é  

el  tiempo,  para  ser  en  la  actualidad  un  requisito  com n  a  ambasú  

partes, en aquellos casos en que se exige. Algunos autores prefieren 

referirse a la exigencia de singularidad, seg n la cual la totalidad de losú  

elementos del concubinato deben darse nica y exclusivamente entreú  

dos sujetos (Bossert Gustavo. R gimen Jur dico del Concubinato. 4  ed.é í ª  

(3  reimpresi n).  Buenos Aires,  Astrea,  2006, op.  Cit.,  p.38),  ª ó lo que 

excluir a las relaciones polig micas y la existencia de dos uniones deí á  

hecho  concurrentes  en  relaci n  con  una  misma  persona.  En  eseó  

sentido, se ha sostenido que exclusividad no es sin nimo de fidelidad,ó  

sino que lo que se pretende indicar con la primera es que el tipo de 

relaci n  de  que  se  trata  es  incompatible,  por  definici n,  con  otraó ó  

simult nea de semejante naturalezaá  (Reina V ctor y Martinell Jos . Lasí é  

Uniones Matrimoniales de Hecho. Madrid, Marcial Pons, 1996, pp.  

36).  En todo caso, es generalmente aceptado que casos de infidelidad 

aislados no suponen el t rmino de la uni n de hecho si las partes noé ó  

manifiestan su voluntad en ese sentido.

D CIMO SEGUNDO:  É Que respecto de la efectividad de la 

uni n de hecho no matrimonial de la actora con don Ernesto Herreraó  

Gallardo, de la prueba rendida por sta, se ha logrado acreditar sué  

existencia. En efecto, si bien ambas partes rindieron prueba testimonial, 
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las  declaraciones  de  los  testigos  de  la  actora  son  en  general 

contradictorias con las declaraciones de los testigos de los demandados, 

de modo que ante aquello que se preferir n los de la actora, toda vezá  

que aun siendo menor su n mero, parece que dicen la verdad por estarú  

mejor instruidos de los hechos, parecen m s ver dicos y, por hallarseá í  

m s conformes sus declaraciones con otras pruebas del proceso, talesá  

como los certificados de nacimiento de los hijos comunes, nacidos los 

a os  1990,  1993 y 2006,  el  set  de fotograf as  acompa ado que dañ í ñ  

cuenta de diversas situaciones y celebraciones familiares a lo largo de 

los a os, la p liza de seguro de vida, suscrita con fecha 01 de agosto deñ ó  

2004  por  don  Ernesto  Herrera  Gallardo,  en  el  cual  deja  como 

beneficiaria  a  la  actora  y  sus  hijos  e  indica  como  su  domicilio  el 

ubicado en Las Camelias 235, camino Santa Juana; el certificado de 

pensi n  de  sobrevivencia  otorgada   a  favor  de  la  actora  y  su  hijaó  

menor  por  A.F.P  H bitat,  devengada  desde  el  d a  13/05/2013;á í  

documento sobre solicitud de admisi n en el Colegio Alem n de fechaó á  

25 de octubre de 2010 en el cual el  Sr. Herrera inscribe en dicho 

establecimiento a su hija Sof a y consigna que su estado civil es el deí  

casado, apareciendo como la direcci n de su c nyuge, -la Sra. Ulloa- laó ó  

misma que la de l, esto es, Las Camelias N 235; la dedicatoria escritaé °  

y firmada en un libro por el Sr. Herrera para el grupo familiar, que 

reza:  Yeny, Sof a Carlitos, Leito y todos en casa, 31 de marzo de“ í  

2013 ;”  la posici n N  27 del deponente Leonardo Herrera Ulloa; loó °  

expresado por este y su hermano en la demanda de cuidado personal 

relativa a su hermana Sof a, en contra de su madre, en la cual se alaí ñ  

que su padre destinaba a lo menos tres d as de la semana a pernoctarí  

en su hogar, circunstancia que se mantuvo invariable hasta el d a de suí  

muerte, lo cual es totalmente contradictorio a lo se alado por stos enñ é  

la contestaci n de la demanda y a lo dicho por Leonardo al absolver laó  

posici n  N 12  del  pliego   y,  la  serie  de  documentos,  tales  como,ó °  

contratos de arrendamiento, cartolas de estado de su cuenta corriente 

de distintos a os, contratos de trabajo,-1996, 1999, 1998, 2000, 2001,ñ  
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2003, 2004-,  en todos los cuales  se indica que el  domicilio de don 

Ernesto Herrera  Gallardo y de  do a Jessica  Ulloa  Pincheira  era  elñ  

ubicado en calle  V ctor  Lamas N 731,  Concepci n,  lo  cual  guardaí ° ó  

armon a con la posici n N 12, en la í ó °  que Leonardo y Carlos refieren 

que ellos y sus padres vivieron durante muchos a os como allegados enñ  

la casa de su bisabuelo paterno ubicada en calle V ctor Lamas 731,í  

Concepci n. ó Lo propio, respecto de otra serie de documentos de ndoleí  

personal,  tales  como,  -contrato  de  prestaci n  de  serviciosó  

educacionales-, fechados a os 2010, 2012 y 2014 que aluden como elñ  

domicilio del Sr. Herrera el ubicado en Las Camelias N 235, km. 3,5,°  

Santa Juana. Y finalmente documentos tales como, -mandato especial 

para solicitar autorizaci n judicial y secreto bancario, cupones de pagoó  

emitidos por Consorcio Seguros Generales, duplicado de certificado de 

posesi n efectiva ó -, fechados a os 2014, 2016 y 2017 que aluden comoñ  

el ltimo domicilio del Sr. Herrera el ubicado en calle Sanders N 142,ú °  

Pedro  de  Valdivia,  Concepci n;  lo  cual  es  concordante  ó con  las 

posiciones N 4, 5, 7 y 12, en virtud de las cuales los demandados,°  

Leonardo y Carlos, Herrera Ulloa refieren que tienen su domicilio en 

calle Sanders desde aproximadamente el a o 2004, que el inmueble esñ  

de propiedad de una de las sociedades en que ten a participaci n suí ó  

padre  y que vivieron  all  hasta  el  a o  2013;  í ñ todos  documentos  no 

objetados y, medios de prueba que configuran las bases a partir de las 

cuales es posible construir mediante un proceso l gico deductivo, unaó  

presunci n judicial tendiente a establecer la efectividad de la uni n deó ó  

hecho entre la actora y don Leonardo Herrera Gallardo, presunci nó  

que a juicio de esta Corte tiene caracteres de gravedad y precisi nó  

suficientes  para  formar  el  convencimiento  en  orden  a  dar  por 

acreditado  el  hecho  de  que  entre  ellos  existi  una  uni n  noó ó  

matrimonial  entre los a os 1989 y 2013, cuesti n que no logr  serñ ó ó  

desvirtuada por prueba en contrario, dado que las eventuales relaciones 

que tuvo o pudo tener  don Ernesto Herrera  con otras  mujeres,  no 

obst  la existencia de la misma por un plazo de 27 a os.ó ñ
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D CIMO TERCERO:É  Que, adem s, de la prueba rendida seá  

desprende que producto del esfuerzo com n de los convivientes se dioú  

origen  a  una  comunidad,  donde  la  actora  producto  de  la  relaci nó  

estereotipada que vivi  se vio obligada por imposici n de su pareja, aó ó  

permanecer en el hogar y dedicarse al cuidado y crianza de los hijos 

comunes, as  como a las atenciones que su pareja requer a y, a las deí í  

los  invitados  de  ste  convidaba  al  hogar  com n,  impidi ndoleé ú é  

desarrollar cualquier actividad lucrativa permanente en el tiempo, lo 

cual proporcion  a su pareja estabilidad emocional, que le permitió ó 

trabajar  y  generar  los  recursos  para  la  familia  com n,  no  si ndoleú é  

exigible a sta que haya ejercido labores de administraci n conjunta oé ó  

trabajado junto a don Ernesto y/o que en conjunto hayan adquirido 

los bienes que conforman el patrimonio que se form , toda vez queó  

aquello no le estaba permitido y dado el car cter, actitudes, conductas,á  

pr cticas y creencias á “machistas  que los testigos refieren respecto a su”  

personalidad,  jam s  le  habr a  sido  permitido,  no  si ndole  a  ellaá í é  

imputable aquello, cumpliendo s  el rol que a esta se le encomend , elí ó  

cual  ejerci  adecuadamente  dentro  de  sus  posibilidades,  dada  laó  

din mica relacional que se daba al interior del grupo familiar. á

En efecto, de la prueba se desprende que la actora se dedicaba al 

cuidado  de  sus  hijos  y  las  labores  del  hogar,  primero  en  casa  del 

bisabuelo  materno  de  su  pareja,  ubicada  en  V ctor  Lamas  N 731,í °  

Concepci n, lugar en el que vivi  de allegada alrededor de 14 a os,ó ó ñ  

para  luego continuar  realizando aquellas  labores  en la  casa  que su 

pareja compr  en Las Camelias 235, km. 3,5 camino a Santa Juana yó  

posteriormente al a o 2010, en la ubicada en calle Sanders N  142,ñ °  

Pedro de Valdivia, Concepci n. Dedic ndose igualmente al cuidado deó á  

sus hijos, lo que se desprende de la declaraci n de los testigos de laó  

demandante  y  de  la  documental  acompa ada,  consistente  en  elñ  

certificado emitido con fecha 15/03/2018 por el Rector del Colegio 

Concepci n, en el cual se consigna que la actora fue desde el a o 2004ó ñ  

a 2012 apoderada acad mica de Carlos y desde el a o 2003 a 2009 deé ñ  
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Leonardo, adem s de ser apoderada acad mica de Sof a, siendo ellaá é í  

quien  concurr a  a  las  reuniones  de  apoderados  y  entrevistas,í  

manteniendo una comunicaci n constante y fluida con los profesoresó  

del  colegio,  siendo una apoderada muy responsable y colaboradora; 

adem s  de  otros  documentos  acompa ados,  no  objetados,á ñ  

correspondientes  a los  a os  1996 a 2002,  donde aparece que do añ ñ  

Jessica Ulloa Pincheira era la apoderada de sus hijos;  no obstando a 

ello, el hecho que haya recibido apoyo dom stico durante parte delé  

tiempo que dur  la uni n de hecho no matrimonial, puesto que losó ó  

quehaceres de una due a de casa son infinitamente mayores a los queñ  

puede satisfacer una asesora de hogar.

No cabe duda que el trabajo dom stico desarrollado en el hogaré  

com n  y  el  cuidado  de  los  hijos  comunes  debe  ser  reconocido  yú  

asign rsele un valor,  importe que,  en este caso, permiti  generar laá ó  

tranquilidad y  estabilidad,  para  que el  Sr.  Herrera  pudiera  realizar 

actividades lucrativas, en pos del bienestar de la familia com n.   ú

No altera lo concluido la prueba documental acompa ada por lañ  

demandada relativa a la causa de cuidado personal deducida por los 

hermanos Leonardo y Carlos Herrera Ulloa, respecto de su hermana 

menor Sof a, en el Juzgado de Familia de Concepci n, RIT C-2065-í ó

2016, dado que de aquella se acompa  solo la demanda de fecha 06ñó  

de julio de 2016 y su providencia y, de la causa proteccional RIT X-

2292-2019, nicamente resoluci n dictada el 19 de julio de 2019, queú ó  

confiere  s lo  provisoriamente  el  cuidado  de  Sof a  a  su  hermanoó í  

Leonardo por  un plazo de noventa d as a contar del 24 de julio deí  

2019.  

D CIMO  CUARTO:É  Que  la  principal  consecuencia  de  lo 

antedicho es el derecho a solicitar la divisi n de las cosas comunes aló  

tenor  del  art culo  2313  del  C digo  Civil  para  el  caso  de  unaí ó  

comunidad.  La  divisi n  de  las  cosas  comunes  y  las  obligaciones  yó  

derechos  que resultaren del  estado de comunidad,  se  sujetar  a  lasá  

reglas  relativas  a  la  partici n  de  los  bienes  hereditarios  y  a  lasó  
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obligaciones  entre  los  coherederos,  seg n  previene  el  art culo  yaú í  

referido del aludido cuerpo normativo. 

Luego, por la propia naturaleza de la comunidad formada por 

do a Jessica Ulloa Pincheira y don Ernesto Herrera Gallardo, en elñ  

caso sub lite, debe presumirse que el aporte de ambos comuneros sea 

estimado en partes iguales, por lo que desde esta perspectiva le asiste a 

la demandante el 50% de los derechos, bienes muebles e inmuebles 

que  conforman  la  herencia  del  causante  Sr.  Herrera  Gallardo, 

debiendo procederse a su divisi n acorde las normas pactadas en eló  

art culo 227  N 1 del C digo Org aco de Tribunales. í ° ó í

Por  estos  fundamentos,  disposiciones  legales  citadas  y,  lo 

dispuesto  en  los  art culos  144  y  siguientes  y  186  del  C digo  deí ó  

Procedimiento Civil, se declara: 

I. Que SE CONFIRMA la sentencia en alzada escrita a folio 

184 de fecha veintis is de diciembre de dos mil dieciocho. é

II. Que se condena en costas a las demandadas por haber sido 

totalmente vencidas.

Redacci n de la ministra (S) do a Antonella Farfarello Galletti,ó ñ  

quien no firma por haber cesado en sus funciones en tal calidad, como 

asimismo el ministro suplente se or Jaime Vejar Carvajal.ñ

Rol N  525-2019-Civil. °
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Proveído por el Señor Presidente de la Primera Sala de la C.A. de Concepción.

En Concepcion, a veinticinco de febrero de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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